
 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE POPAYÁN 
Carrera 4ª No. 2-18. Piso 2 

 
Popayán, 10 de junio de 2021 
             
AUTO. 336 

EXPEDIENTE:       19001-33-33-003-2019-00190-00 

M. CONTROL:     REPARACION DIRECTA 

ACTOR: RAFAEL ALBERTO ERASO LOPEZ Y OTROS  

DEMANDADO:      LA NACION – SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD – CLINICA LA 
ESTANCIA SA – FRESENIUS MEDICAL CARE – CAFESALUD EPS – MEDIMAS EPS  

 
Ref: Admite llamamiento 

 
En orden a proveer sobre el llamamiento en garantía formulado por la CLINICA LA ESTANCIA S,A ; se 
CONSIDERA: 

I. ANTECEDENTES. 
 

En el medio de control de la referencia, se requirió indemnización por los perjuicios irrogados al extremo 
actor, con ocasión a los perjuicios ocasionados como consecuencia de la falla en la prestación del servicio 
médico que llevó a la muerte de la señora ANA LUISA ERASO LOPEZ  en hechos acaecidos el 08 de 
junio de 2017 (fl. 3 C.P.pal). 
 

II. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO. 
 
Sea lo primero advertir, que el llamamiento en garantía es una figura procesal que tiene por objeto, exigir 
a un tercero la indemnización del perjuicio que puede llegar a sufrir el demandado, o el reembolso total o 
parcial del pago que tuviere que hacer como resultado de la sentencia. 
 
En materia de lo contencioso administrativo, la figura tiene regulación expresa en la Ley 1437 de 2011. 
Precisamente, el artículo 172 dispone que procede dentro del término de traslado de la demanda; por su 
parte, el artículo 225, dispone: 
 

“Quien afirme tener derecho legal o contractual de exigir a un tercero la reparación integral del perjuicio 

que llegare a sufrir, o el reembolso total o parcial del pago que tuviere que hacer como resultado de la 

sentencia, podrá pedir la citación de aquel, para que en el mismo proceso se resuelva sobre tal relación. 

El llamado, dentro del término de que disponga para responder el llamamiento que será de quince (15) 

días, podrá, a su vez, pedir la citación de un tercero en la misma forma que el demandante o el demandado. 

El escrito de llamamiento deberá contener los siguientes requisitos: 

1. El nombre del llamado y el de su representante si aquel no puede comparecer por sí al proceso. 

2. La indicación del domicilio del llamado, o en su defecto, de su residencia, y la de su habitación u oficina 

y los de su representante, según fuere el caso, o la manifestación de que se ignoran, lo último bajo 

juramento, que se entiende prestado por la sola presentación del escrito. 

3. Los hechos en que se basa el llamamiento y los fundamentos de derecho que se invoquen. 

4. La dirección de la oficina o habitación donde quien hace el llamamiento y su apoderado recibirán 

notificaciones personales. 

El llamamiento en garantía con fines de repetición se regirá por las normas de la Ley 678 de 2001 o por 

aquellas que la reformen o adicionen.” 

 
En punto a la interpretación que debe darse a las exigencias fijadas por la norma en cita, tuvo oportunidad 
de pronunciarse la Subsección B de la Sección Tercera del Consejo de Estado, en auto del 18 de mayo 



 

 
de 20161, dictado con ponencia del Dr. DANILO ROJAS BETANCOURTH, al conocer la impugnación de 
una providencia en que se negó la vinculación de un tercero, llamado al proceso en virtud de una relación 
contractual; advirtió la Corporación: 
 

“(…) Adicionalmente, existe la carga de aportar prueba, si quiera sumaria, de la existencia del vínculo 

legal o contractual que da lugar al derecho para formular el llamamiento en garantía. Es decir, es 

indispensable, además del cumplimiento de los requisitos formales, que el llamante allegue prueba del 

nexo jurídico en que apoya la vinculación del tercero al proceso, dado que su inclusión en la litis, implica 

la extensión de los efectos de la sentencia judicial al convocado, causándole eventualmente una posible 

afectación patrimonial2.  (…)” 

 
Más adelante, en el caso concreto concluyó: 
 

“(…) De lo anterior se desprende que la posibilidad que tiene la parte demandada de llamar en garantía 

a un tercero dentro del litigio del que esta hace parte, implica necesariamente para su procedencia, 

cuando se alega que el vínculo se encuentra contenido en un contrato, que del mismo se derive de forma 

clara y expresa la relación jurídica sustancial que permite la convocatoria de dicho tercero al proceso.  

 

Observa el despacho que en el acuerdo contractual señalado como fundamento del llamamiento en 

garantía no se estableció una cláusula expresa en virtud de la cual las Empresas Públicas de Medellín 

E.S.P. debiera responder por la indemnización de perjuicios que eventualmente le podría ser atribuible 

al municipio de Guatapé, ni tampoco se encuentra disposición equivalente que le dé a este despacho 

elementos suficientes para determinar que el llamamiento requerido se encuentra justificado, de acuerdo 

a lo que la ley dispone. 

 

Por el contrario, en el apartado invocado sólo se establece que las Empresas Públicas de Medellín E.S.P. 

debía dar en pago un inmueble a favor del municipio de Guatapé, equivalente al valor de unas obras para 

las cuales aquella se había obligado previamente. De hecho, nada se dijo sobre el deber que le asistía a 

dicha empresa de servicios públicos de concurrir a responder frente a una eventual condena que llegara 

a ser establecida en perjuicio del municipio, por lo cual se debe concluir que dicho acuerdo contractual 

no satisface la naturaleza propia del llamamiento en garantía, específicamente en cuanto a la 

determinación del derecho contractual que le asiste a la entidad demandada para vincular a dicho tercero 

(…)” 

 
Conforme a la norma transcrita y la posición jurisprudencial aludida, el llamamiento en garantía procede, 
cuando además de satisfacerse los requisitos formales indicados en el artículo 225 ibídem; se acredita la 
existencia de un vínculo contractual o legal, entre la parte convocante o llamante, y el sujeto convocado o 
llamado, cuyos alcances se traducen en una garantía patrimonial de pago o satisfacción, plena o parcial, 
a cargo del segundo, de los detrimentos u obligaciones que frente al primero derive el proceso judicial, 
relación que debe ser acreditada  
 
En consecuencia, su procedencia se da cuando entre el llamado y llamante existe una relación de orden 
contractual o legal, de la cual surge la obligación a cargo de aquél, de resarcir un perjuicio o de efectuar 
un pago que pudiera ser impuesto en la sentencia que decida el respectivo proceso.  Es decir, está 
supeditada a la existencia de un derecho legal o contractual que ampara a la persona frente al tercero o a 
quien solicita sea vinculado al proceso, en orden a que en la misma Litis principal se defina la relación que 
tienen aquellos dos. 
 
En el sub lite, la causa del llamamiento en garantía formulado por la CLINICA LA ESTANCIA S.A, se 
afinca en haber celebrado contrato de seguro, de responsabilidad Civil Profesional de clínicas y hospitales, 
mediante Póliza No 022094774/0, suscrito con ALLIANZ SEGUROS SA, la cual empezó a regir a partir 
del 14/05/2017 hasta el 13/05/2018, como los hechos acaecieron el 08/06/2017 la Póliza se encontraba 
vigente. 
 
Por lo expuesto, al verse acreditada la relación jurídica sustancial que vincula a la CLINICA LA ESTANCIA 
SA, con la compañía ALLIANZ SEGUROS SA, concluye el Despacho, que se cumplen las exigencias de 
Ley para la prosperidad del llamamiento en garantía. 

                                                 
1 Radicación número: 05001-23-33-000-2013-00250-02(56436); Actor: MARTHA URREA JIMENEZ Y OTRO;  Demandado: MUNICIPIO DE GUATAPE 
2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “C”, sentencia del 8 de junio de 2011, rad. 18901 C.P. Olga Mélida 
Valle de De la Hoz. 



 

 
Por lo expuesto; SE DISPONE: 
 
PRIMERO: ADMITIR el llamamiento en garantía formulado por la CLINICA LA ESTANCIA SA,  frente 
a la compañía la compañía ALLIANZ SEGUROS SA, por lo expuesto.  
 

En consecuencia, notifíquese personalmente al Representante Legal de dicha Sociedad, mediante el 

envío de mensaje de datos dirigido al buzón para notificaciones judiciales conforme lo dispone el artículo 

199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2020, mediante 

mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones judiciales. Remítase por el Despacho al buzón 
electrónico para notificaciones judiciales de esta providencia, la demanda y sus anexos. 
 

SEGUNDO: Surtida la notificación personal a la parte demandada, la misma se entenderá efectuada 

una vez hayan transcurrido los dos (02) días hábiles siguientes al envió al buzón de mensaje, de 

conformidad  con lo dispuesto en el inciso 4 del artículo 48 de la Ley 2080 de 2021 que modificó el 
artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. Una vez surtidos los dos (02) días de la notificación, a partir del 
día siguiente la compañía ALLIANZ SEGUROS SA,  cuenta con el término de 15 días, para pronunciarse 
frente al llamamiento en garantía, de conformidad con el artículo 225 del CPACA. 
 

TERCERO: De conformidad con lo dispuesto en el artículo 201, literal A del CPACA, modificado por el 

artículo 51 de la Ley 2080 de 2021, todo memorial o documento que sea presentado al juzgado y requiera 

de su traslado a las partes, en pro de la celeridad procesal, deberá ser enviado simultáneamente a los 
correos electrónicos de los demás sujetos procesales y acreditarse su envío ante la autoridad judicial. 

 
En atención a lo anterior, se informa que el único canal de recepción electrónica de documentos de este 
juzgado, corresponde al correo j03admpayan@cendoj.ramajudicial.gov.co, por lo cual, no será tenido en 

cuenta ningún correo allegado a dirección electrónica diferente de esta. 
 

CUARTO: Notificar por estado electrónico a las partes, como lo establece el artículo 201 de la Ley 1437 

de 2011, modificado por el artículo 50 de la Ley 2080 de 2021, con inserción de la providencia, por medio 

de publicación virtual del mismo en la página Web de la Rama Judicial, a la dirección electrónica 
contador@laestancia.com.co, juridica@laestancia.com.co, notificacionesjudiciales@allianz.co, 
seguros.asesorias@allia2.com.co, clconsejerialegal@gmail.com.  
 
QUINTO: Se reconoce personería para actuar a la Dra. MARIA CLARA OÑATE GARZON, identificada 
con CC 34.555.490 y portadora  de la TP No 71.677 del CSJ, como apoderada de la Clínica la Estancia. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 

ERNESTO JAVIER CALDERON RUIZ 
Juez 

 
 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO 
ORAL DEL CIRCUITO DE POPAYÁN 

NOTIFICACIÓN  EN LA PÁGINA WEB 
www.ramajudicial.gov.co 

 POR ESTADO ELECTRÓNICO No. _46 
DE HOY: _11-06-2021 

HORA: 8:00 a.m. 

 

PEGGY LOPEZ VALENCIA 
Secretaria 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE POPAYÁN 
Carrera 4ª No. 2-18. Piso 2 

 
Popayán, 10 de junio de 2021 
             
AUTO. No: 504 

EXPEDIENTE:       19001-33-33-003-2019-00070-00 

M. CONTROL:     REPARACION DIRECTA 

ACTOR: LEIDY GISELA MEDINA ORTIZ Y OTROS  

DEMANDADO:      LA NACION – ALCALDIA MUNICIPIAL DE BOLIVAR CAUCA – GOBERNACION 
DEPARTAMENTO DEL CAUCA – INDUSTRIA LICORERA DEL CAUCA – 
FUNDACION CENTRO DIA   

 
Ref: Admite llamamiento 

 
En orden a proveer sobre el llamamiento en garantía formulado por la INDUSTRIA LICORERA DEL 
CAUCA; se CONSIDERA: 

I. ANTECEDENTES. 
 

En el medio de control de la referencia, se requirió indemnización por los perjuicios irrogados al extremo 
actor, con ocasión a los perjuicios ocasionados como consecuencia del daño continuado que dieron como 
resultado las lesiones a la señora LEIDY GISELA MEDINA ORTIZ  en hechos acaecidos el 09 de enero 
de 2017 (fl. 138 C.P.pal). 
 

II. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO. 
 
Sea lo primero advertir, que el llamamiento en garantía es una figura procesal que tiene por objeto, exigir 
a un tercero la indemnización del perjuicio que puede llegar a sufrir el demandado, o el reembolso total o 
parcial del pago que tuviere que hacer como resultado de la sentencia. 
 
En materia de lo contencioso administrativo, la figura tiene regulación expresa en la Ley 1437 de 2011. 
Precisamente, el artículo 172 dispone que procede dentro del término de traslado de la demanda; por su 
parte, el artículo 225, dispone: 
 

“Quien afirme tener derecho legal o contractual de exigir a un tercero la reparación integral del perjuicio que 

llegare a sufrir, o el reembolso total o parcial del pago que tuviere que hacer como resultado de la sentencia, podrá 

pedir la citación de aquel, para que en el mismo proceso se resuelva sobre tal relación. 

El llamado, dentro del término de que disponga para responder el llamamiento que será de quince (15) días, podrá, 

a su vez, pedir la citación de un tercero en la misma forma que el demandante o el demandado. 

El escrito de llamamiento deberá contener los siguientes requisitos: 

1. El nombre del llamado y el de su representante si aquel no puede comparecer por sí al proceso. 

2. La indicación del domicilio del llamado, o en su defecto, de su residencia, y la de su habitación u oficina y los de 

su representante, según fuere el caso, o la manifestación de que se ignoran, lo último bajo juramento, que se entiende 

prestado por la sola presentación del escrito. 

3. Los hechos en que se basa el llamamiento y los fundamentos de derecho que se invoquen. 

4. La dirección de la oficina o habitación donde quien hace el llamamiento y su apoderado recibirán notificaciones 

personales. 

El llamamiento en garantía con fines de repetición se regirá por las normas de la Ley 678 de 2001 o por aquellas 

que la reformen o adicionen.” 

 
En punto a la interpretación que debe darse a las exigencias fijadas por la norma en cita, tuvo oportunidad 
de pronunciarse la Subsección B de la Sección Tercera del Consejo de Estado, en auto del 18 de mayo 



 

 
de 20163, dictado con ponencia del Dr. DANILO ROJAS BETANCOURTH, al conocer la impugnación de 
una providencia en que se negó la vinculación de un tercero, llamado al proceso en virtud de una relación 
contractual; advirtió la Corporación: 

“(…) Adicionalmente, existe la carga de aportar prueba, si quiera sumaria, de la existencia del vínculo legal o 

contractual que da lugar al derecho para formular el llamamiento en garantía. Es decir, es indispensable, además 

del cumplimiento de los requisitos formales, que el llamante allegue prueba del nexo jurídico en que apoya la 

vinculación del tercero al proceso, dado que su inclusión en la litis, implica la extensión de los efectos de la sentencia 

judicial al convocado, causándole eventualmente una posible afectación patrimonial4.  (…)” 

 
Más adelante, en el caso concreto concluyó: 
 

“(…) De lo anterior se desprende que la posibilidad que tiene la parte demandada de llamar en garantía a un tercero 

dentro del litigio del que esta hace parte, implica necesariamente para su procedencia, cuando se alega que el 

vínculo se encuentra contenido en un contrato, que del mismo se derive de forma clara y expresa la relación jurídica 

sustancial que permite la convocatoria de dicho tercero al proceso.  

 

Observa el despacho que en el acuerdo contractual señalado como fundamento del llamamiento en garantía no se 

estableció una cláusula expresa en virtud de la cual las Empresas Públicas de Medellín E.S.P. debiera responder 

por la indemnización de perjuicios que eventualmente le podría ser atribuible al municipio de Guatapé, ni tampoco 

se encuentra disposición equivalente que le dé a este despacho elementos suficientes para determinar que el 

llamamiento requerido se encuentra justificado, de acuerdo a lo que la ley dispone. 

 

Por el contrario, en el apartado invocado sólo se establece que las Empresas Públicas de Medellín E.S.P. debía dar 

en pago un inmueble a favor del municipio de Guatapé, equivalente al valor de unas obras para las cuales aquella 

se había obligado previamente. De hecho, nada se dijo sobre el deber que le asistía a dicha empresa de servicios 

públicos de concurrir a responder frente a una eventual condena que llegara a ser establecida en perjuicio del 

municipio, por lo cual se debe concluir que dicho acuerdo contractual no satisface la naturaleza propia del 

llamamiento en garantía, específicamente en cuanto a la determinación del derecho contractual que le asiste a la 

entidad demandada para vincular a dicho tercero (…)” 

 
Conforme a la norma transcrita y la posición jurisprudencial aludida, el llamamiento en garantía procede, 
cuando además de satisfacerse los requisitos formales indicados en el artículo 225 ibídem; se acredita la 
existencia de un vínculo contractual o legal, entre la parte convocante o llamante, y el sujeto convocado o 
llamado, cuyos alcances se traducen en una garantía patrimonial de pago o satisfacción, plena o parcial, 
a cargo del segundo, de los detrimentos u obligaciones que frente al primero derive el proceso judicial, 
relación que debe ser acreditada  
 
En consecuencia, su procedencia se da cuando entre el llamado y llamante existe una relación de orden 
contractual o legal, de la cual surge la obligación a cargo de aquél, de resarcir un perjuicio o de efectuar 
un pago que pudiera ser impuesto en la sentencia que decida el respectivo proceso.  Es decir, está 
supeditada a la existencia de un derecho legal o contractual que ampara a la persona frente al tercero o a 
quien solicita sea vinculado al proceso, en orden a que en la misma Litis principal se defina la relación que 
tienen aquellos dos. 
 
En el sub lite, la causa del llamamiento en garantía formulado por la INDUSTRIA LICORERA DEL 
CAUCA, se afinca en haber celebrado contrato de seguro, de responsabilidad Civil extracontractual, 
mediante Póliza No RO025111 y GU137817, suscrito con COMPAÑÍA ASEGURADORA DE FIANZAS 
S.A (CONFIANZA), la cual empezó a regir a partir del 04/01/2017 hasta el 09/05/2017, como los hechos 
acaecieron el 09/01/2017 la Póliza se encontraba vigente. 
 
Por lo expuesto, al verse acreditada la relación jurídica sustancial que vincula a la INDUSTRIA LICORERA 
DEL CAUCA, con la COMPAÑÍA ASEGURADORA DE FIANZAS S,A (CONFIANZA), concluye el 
Despacho, que se cumplen las exigencias de Ley para la prosperidad del llamamiento en garantía. 
 
Por lo expuesto; SE DISPONE: 
 
PRIMERO: ADMITIR el llamamiento en garantía formulado por la INDUSTRIA LICORERA DEL 
CAUCA,  frente a la compañía la COMPAÑÍA ASEGURADORA DE FIANZAS S,A (CONFIANZA), por 
lo expuesto.  

                                                 
3 Radicación número: 05001-23-33-000-2013-00250-02(56436); Actor: MARTHA URREA JIMENEZ Y OTRO;  Demandado: MUNICIPIO DE GUATAPE 
4 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “C”, sentencia del 8 de junio de 2011, rad. 18901 C.P. Olga Mélida 
Valle de De la Hoz. 



 

 
 

En consecuencia, notifíquese personalmente al Representante Legal de dicha Sociedad, mediante el 

envío de mensaje de datos dirigido al buzón para notificaciones judiciales conforme lo dispone el artículo 

199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2020, mediante 

mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones judiciales. Remítase por el Despacho al buzón 
electrónico para notificaciones judiciales de esta providencia, la demanda y sus anexos. 
 

SEGUNDO: Surtida la notificación personal a la parte demandada, la misma se entenderá efectuada 

una vez hayan transcurrido los dos (02) días hábiles siguientes al envió al buzón de mensaje, de 

conformidad  con lo dispuesto en el inciso 4 del artículo 48 de la Ley 2080 de 2021 que modificó el 
artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. Una vez surtidos los dos (02) días de la notificación, a partir del 
día siguiente la compañía COMPAÑÍA ASEGURADORA DE FIANZAS S,A (CONFIANZA),  cuenta con 
el término de 15 días, para pronunciarse frente al llamamiento en garantía, de conformidad con el 
artículo 225 del CPACA. 
 

TERCERO: De conformidad con lo dispuesto en el artículo 201, literal A del CPACA, modificado por el 

artículo 51 de la Ley 2080 de 2021, todo memorial o documento que sea presentado al juzgado y requiera 
de su traslado a las partes, en pro de la celeridad procesal, deberá ser enviado simultáneamente a los 

correos electrónicos de los demás sujetos procesales y acreditarse su envío ante la autoridad judicial. 
 
En atención a lo anterior, se informa que el único canal de recepción electrónica de documentos de este 

juzgado, corresponde al correo j03admpayan@cendoj.ramajudicial.gov.co, por lo cual, no será tenido en 
cuenta ningún correo allegado a dirección electrónica diferente de esta. 
 

CUARTO: Notificar por estado electrónico a las partes, como lo establece el artículo 201 de la Ley 1437 

de 2011, modificado por el artículo 50 de la Ley 2080 de 2021, con inserción de la providencia, por medio 

de publicación virtual del mismo en la página Web de la Rama Judicial, a la dirección electrónica 
zunigabolivar.alejandro@gmail.com, auxjur@aguardientecaucano.com, ccorreos@confianza.com.co, 

lucepal1968@gmail.com.  
 
QUINTO: Se reconoce personería para actuar a la Dra. MARIA CLARA OÑATE GARZON, identificada 
con CC 34.555.490 y portadora  de la TP No 71.677 del CSJ, como apoderada de la Clínica la Estancia. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 
ERNESTO JAVIER CALDERON RUIZ 

Juez 
 
 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO 
ORAL DEL CIRCUITO DE POPAYÁN 

NOTIFICACIÓN  EN LA PÁGINA WEB 
www.ramajudicial.gov.co 

 POR ESTADO ELECTRÓNICO No. _46_ 
DE HOY: _11-06-2021_ 

HORA: 8:00 a.m. 

 

PEGGY LOPEZ VALENCIA 
Secretaria 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE POPAYÁN   
Carrera 4ª No. 2-18. Piso 2 

_________________________________________________________________ 
 
Popayán, 10 de junio de 2021          
 
AUTO No 503 
 

EXPEDIENTE:       19001-33-33-003-2019-00217-00 

M. CONTROL:     REPARACION DIRECTA 

ACTOR: ANABEIBA CAMACHO GUEVARA Y OTROS 

DEMANDADO:      HOSPITAL FRANCISCO DE PAULA SANTANDER 

 
Ref: Niega llamamiento 

1. Antecedentes 
 
Dentro de la demanda de la referencia, la HOSPITAL FRANCISCO DE PAULA SANTANDER, llamó en 
garantía a la PREVISORA S.A COMPAÑÍA DE SEGUROS identificada con NIT No. 860002400-2, con 
la que cuenta con una póliza de seguros, la cual ampara responsabilidad civil número 1002112 y que 
se encontraba vigente al momento de ocurridos los hechos.  A la empresa SEGUROS DEL ESTADO 
S.A, con fundamento en la Póliza de SEGURO DE RESPONSABILIDAD CIVIL PROFESIONAL No. 62-
03-101027208, la cual ampara Riesgo 1 Actividad MEDICINA GENERAL, amparando los PERJUICIOS 
PATRIMONIALES por errores u omisiones por la Suma Asegurada de Cuatrocientos Treinta Millones 
Setecientos Ochenta y Dos Mil Pesos ($430.782.000), cuya vigencia se encuentra comprendida entre 
el día 22 de diciembre de 2016 y el 22 de diciembre de 2017, cuyo TOMADOR es la señora DIANA 
CAROLINA ZAMORA ATUESTA, identificado con la C.C 1.144.060.089 y cuyos BENEFICIARIOS son 
los TERCEROS AFECTADOS y/o USUARIOS del servicio de salud del HOSPITAL FRANCISCO DE 
PAULA SANTANDER E.S.E, de acuerdo al Contrato de Prestación de Servicios No. 2020-CT-100. 
 

2. Consideraciones  
 

a) Del estudio del llamado en  garantía formulado por la COMPAÑÍA ENERGETICA DE 
OCCIDENTE SAS ESP a la ASOCIACION DE VIVIENDA VILLACOLOMBIA ALTOPUELENJE 
EN LIQUIDACION. 

 
Sea lo primero advertir, que el llamamiento en garantía es una figura procesal que tiene por objeto, exigir 
a un tercero la indemnización del perjuicio que puede llegar a sufrir el demandado, o el reembolso total o 
parcial del pago que tuviere que hacer como resultado de la sentencia. 
 
En materia de lo contencioso administrativo, la figura tiene regulación expresa en la Ley 1437 de 2011. 
Precisamente, el artículo 172 dispone que procede dentro del término de traslado de la demanda; por su 
parte, el artículo 225, dispone: 
 

“Quien afirme tener derecho legal o contractual de exigir a un tercero la reparación integral del perjuicio que 

llegare a sufrir, o el reembolso total o parcial del pago que tuviere que hacer como resultado de la sentencia, podrá 

pedir la citación de aquel, para que en el mismo proceso se resuelva sobre tal relación. 

El llamado, dentro del término de que disponga para responder el llamamiento que será de quince (15) días, podrá, 

a su vez, pedir la citación de un tercero en la misma forma que el demandante o el demandado. 

El escrito de llamamiento deberá contener los siguientes requisitos: 

1. El nombre del llamado y el de su representante si aquel no puede comparecer por sí al proceso. 

2. La indicación del domicilio del llamado, o en su defecto, de su residencia, y la de su habitación u oficina y los de 

su representante, según fuere el caso, o la manifestación de que se ignoran, lo último bajo juramento, que se entiende 

prestado por la sola presentación del escrito. 

3. Los hechos en que se basa el llamamiento y los fundamentos de derecho que se invoquen. 



 

 
4. La dirección de la oficina o habitación donde quien hace el llamamiento y su apoderado recibirán notificaciones 

personales. 

El llamamiento en garantía con fines de repetición se regirá por las normas de la Ley 678 de 2001 o por aquellas 

que la reformen o adicionen.” 

En punto a la interpretación que debe darse a las exigencias fijadas por la norma en cita, tuvo oportunidad 
de pronunciarse la Subsección B de la Sección Tercera del Consejo de Estado, en auto del 18 de mayo 
de 20165, dictado con ponencia del Dr. DANILO ROJAS BETANCOURTH, al conocer la impugnación de 
una providencia en que se negó la vinculación de un tercero, llamado al proceso en virtud de una relación 
contractual; advirtió la Corporación: 
 

“(…) Adicionalmente, existe la carga de aportar prueba, si quiera sumaria, de la existencia del vínculo legal o 

contractual que da lugar al derecho para formular el llamamiento en garantía. Es decir, es indispensable, además 

del cumplimiento de los requisitos formales, que el llamante allegue prueba del nexo jurídico en que apoya la 

vinculación del tercero al proceso, dado que su inclusión en la litis, implica la extensión de los efectos de la sentencia 

judicial al convocado, causándole eventualmente una posible afectación patrimonial6.  (…)” 

 
Más adelante, en el caso concreto concluyó: 
 

“(…) De lo anterior se desprende que la posibilidad que tiene la parte demandada de llamar en garantía a un tercero 

dentro del litigio del que esta hace parte, implica necesariamente para su procedencia, cuando se alega que el 

vínculo se encuentra contenido en un contrato, que del mismo se derive de forma clara y expresa la relación jurídica 

sustancial que permite la convocatoria de dicho tercero al proceso.  

 

Observa el despacho que en el acuerdo contractual señalado como fundamento del llamamiento en garantía no se 

estableció una cláusula expresa en virtud de la cual las Empresas Públicas de Medellín E.S.P. debiera responder 

por la indemnización de perjuicios que eventualmente le podría ser atribuible al municipio de Guatapé, ni tampoco 

se encuentra disposición equivalente que le dé a este despacho elementos suficientes para determinar que el 

llamamiento requerido se encuentra justificado, de acuerdo a lo que la ley dispone. 

 

Por el contrario, en el apartado invocado sólo se establece que las Empresas Públicas de Medellín E.S.P. debía dar 

en pago un inmueble a favor del municipio de Guatapé, equivalente al valor de unas obras para las cuales aquella 

se había obligado previamente. De hecho, nada se dijo sobre el deber que le asistía a dicha empresa de servicios 

públicos de concurrir a responder frente a una eventual condena que llegara a ser establecida en perjuicio del 

municipio, por lo cual se debe concluir que dicho acuerdo contractual no satisface la naturaleza propia del 

llamamiento en garantía, específicamente en cuanto a la determinación del derecho contractual que le asiste a la 

entidad demandada para vincular a dicho tercero.(…)” 

 
Conforme a la norma transcrita y la posición jurisprudencial aludida, el llamamiento en garantía procede, 
cuando además de satisfacerse los requisitos formales indicados en el artículo 225 ibídem; se acredita la 
existencia de un vínculo contractual o legal, entre la parte convocante o llamante, y el sujeto convocado o 
llamado, cuyos alcances se traducen en una garantía patrimonial de pago o satisfacción, plena o parcial, 
a cargo del segundo, de los detrimentos u obligaciones que frente al primero derive el proceso judicial, 
relación que debe ser acreditada  
 
En consecuencia, su procedencia se da cuando entre el llamado y llamante existe una relación de orden 
contractual o legal, de la cual surge la obligación a cargo de aquél, de resarcir un perjuicio o de efectuar 
un pago que pudiera ser impuesto en la sentencia que decida el respectivo proceso.  Es decir, está 
supeditada a la existencia de un derecho legal o contractual que ampara a la persona frente al tercero o a 
quien solicita sea vinculado al proceso, en orden a que en la misma Litis principal se defina la relación que 
tienen aquellos dos. 
 

b) Del traslado de la demanda  
 
En materia de lo contencioso administrativo, la figura tiene regulación expresa en la Ley 1437 de 2011. 
Precisamente, el artículo 172 dispone que procede dentro del término de traslado de la demanda en el 
cual dispone:  
 

“Artículo 172. Traslado de la demanda. De la demanda se correrá traslado al demandado, al Ministerio Público y 

a los sujetos que, según la demanda o las actuaciones acusadas, tengan interés directo en el resultado del proceso, 

por el término de treinta (30) días, plazo que comenzará a correr de conformidad con lo previsto en los artículos 

                                                 
5 Radicación número: 05001-23-33-000-2013-00250-02(56436); Actor: MARTHA URREA JIMENEZ Y OTRO;  Demandado: MUNICIPIO DE GUATAPE 
6 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “C”, sentencia del 8 de junio de 2011, rad. 18901 C.P. Olga Mélida Valle de De la Hoz. 



 

 
199 y 200 de este Código y dentro del cual deberán contestar la demanda, proponer excepciones, solicitar pruebas, 

llamar en garantía, y en su caso, presentar demanda de reconvención”. 

 
Al análisis de la solicitud de llamado en garantía se evidencia que la fecha 23 de enero de 2020 se expide 
auto No 62 por el cual se admite la demanda (folio 58, cuaderno principal), el 14 de febrero de 2020, se 
realiza la correspondiente notificación vía correo  electrónico (folio 62 cuaderno principal), a partir del día 
siguiente a la notificación corre un tiempo de 55 días hábiles para presentar la correspondiente 
contestación, teniendo en cuenta que a partir del 16 de marzo de 2020, hasta el 30 de junio del mismo 
año, a raíz de los problemas de salud pública y las restricciones a nivel nacional por la propagación del 
covid 19, se suspendieron los términos procesales. Ahora, al 15 de marzo de 2020, quedaba un término 
de 35 días para presentar la correspondiente contestación, estos términos iniciaron el 01 de julio de 2020, 
por tal motivo el plazo máximo para contestar la demanda era 21 de agosto de 2020, y como se puede ver 
y soportar la contestación se realizó vía correo electrónico la fecha 24 de agosto del mismo año.  
 
Por lo expuesto, se evidencia que la contestación se presentó de manera extemporánea concluyendo el 
Despacho, que no se cumplen con las exigencias de Ley para la prosperidad del llamamiento en garantía. 
 
Por lo expuesto; SE DISPONE: 
 
PRIMERO: NEGAR el llamamiento en garantía formulado por el HOSPITAL FRANCISCO DE PAULA 
SANTANDER frente a LA PREVISORA S.A COMPAÑÍA DE SEGUROS y SEGUROS DEL ESTADO 
S.A por lo expuesto.  
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 
ERNESTO JAVIER CALDERON RUIZ 

Juez 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE POPAYÁN 

 

Popayán, 10 de junio de 2021 
 

AUTO No 505 

EXPEDIENTE:       19001-33-33-003-2021-00006-00 

M. CONTROL:     REPARACIÓN DIRECTA 

ACTOR: NINI YOBANA SABI MEDINA Y OTRO 

DEMANDADO:      MUNICIPIO DE SANTANDER DE QUILICHAO- CAUCA, EMPRESAS 
MUNICIPALES DE SANTANDER DE QUILICHAO “EMQUILICHAO” ESP, 

COMPAÑÍA ENERGÉTICA DE OCCIDENTE S.A.S, E.S.P  

 
Ref. Admite Demanda 

 
La señora NINI YOBANA SABI MEDINA Y OTRO, por intermedio de apoderado judicial, formularon 
demanda de REPARACIÓN DIRECTA, contra MUNICIPIO DE SANTANDER DE QUILICHAO- CAUCA, 

EMPRESAS MUNICIPALES DE SANTANDER DE QUILICHAO “EMQUILICHAO” ESP, COMPAÑÍA 
ENERGÉTICA DE OCCIDENTE S.A.S, E.S.P; revisada la misma y al encontrase formalmente ajustada a 
derecho, conforme a los artículos 161 a 164 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, Ley 143 7 de 2011, modificado por la Ley 2080 de 2021, se procede a su admisión, y a 
ordenar la notificación conforme a la normatividad vigente. 

 
Se aclara que la demanda fue presentada en vigencia del Decreto 806 de 2020, normativa que dispuso en 
su artículo 6° la obligación de la parte demandante de remitir simultáneamente escrito de demanda con 

sus anexos a la entidad demandada; revisado el expediente se tiene que no se  acreditó el cumplimiento 
de lo dispuesto en el numeral 8 del artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, que modificó el artículo 162 del 

C.P.A.C.A. 
 
Se reivindica el deber que le asiste a las partes y sus apoderados,  en el sentido de “10. Abstenerse de 
solicitarle al juez la consecución de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho 
de petición hubiere podido conseguir”, (CGP, art. 78), se requerirá al apoderado de la parte 
demandante, para que solicite directamente a las entidades y/o autoridades enlistadas en el acápite de 

pruebas, las documentales pedidas, guardando diligencia y cuidado en su obtención, en uso de los 
medios dispuestos en el ordenamiento.  Una vez obtenida la documentación la allegará al trámite de 

este proceso. 
 
Por lo expuesto, el Juzgado, DISPONE: 

 
PRIMERO: ADMITIR la demanda presentada por NINI YOBANA SABI MEDINA identificada con la 

cédula de ciudadanía No. 1.006.410.130 y JHOAN ARLEX ARARAT SABI identificada NUIP No. 
1.059.414.632 en contra de MUNICIPIO DE SANTANDER DE QUILICHAO- CAUCA, EMPRESAS 
MUNICIPALES DE SANTANDER DE QUILICHAO “EMQUILICHAO” ESP, COMPAÑÍA ENERGÉTICA DE 

OCCIDENTE S.A.S, E.S.P 
 

SEGUNDO.- NOTIFIQUESE personalmente la admisión de la demanda a MUNICIPIO DE SANTANDER 
DE QUILICHAO- CAUCA, EMPRESAS MUNICIPALES DE SANTANDER DE QUILICHAO “EMQUILICHAO” 
ESP, COMPAÑÍA ENERGÉTICA DE OCCIDENTE S.A.S, E.S.P, conforme lo dispone el artículo 199 de la Ley 

1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2020, mediante mensaje 
dirigido al buzón electrónico para notificaciones judiciales. Remítase por el Despacho al buzón electrónico 
para notificaciones judiciales de esta providencia, la demanda y sus anexos. 

TERCERO.- NOTIFÍQUESE personalmente la admisión de la demanda al señor Procurador en Asunto 



 

 
Administrativos del MINISTERIO PUBLICO, y a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL 

ESTADO, conforme lo dispone el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la 
Ley 2080 del 25 de enero de 2020, mediante mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones 
judiciales. Remítase por el Despacho al buzón electrónico para notificaciones judiciales de esta 

providencia, la demanda y sus anexos. 

CUARTO.- Surtida la notificación personal a la parte demandada, la misma se entenderá efectuada una 

vez hayan transcurrido los dos (02) días hábiles siguientes al envió al buzón de mensaje, de conformidad  
con lo dispuesto en el inciso 4 del artículo 48 de la Ley 2080 de 2021 que modificó el artículo 199 de la 
Ley 1437 de 2011. Una vez surtidos los dos (02) días de la notificación, a partir del día siguiente 

empezarán a correr el término de 30 días para contestar  la demandada de conformidad con el artículo 
172 de la Ley 1437 de 2011. 

Durante el término para dar respuesta a la demanda, la Entidad DEBERÁ incluir la dirección electrónica 

y allegar todas las pruebas relacionadas con los hechos de la demanda que se encuentren en su poder 
y que pretenda hacer valer.  

 
Con la contestación de la demanda, la entidad DEBERÁ allegar COPIA AUTÉNTICA DEL EXPEDIENTE 
ADMINISTRATIVO, contentivo de los antecedentes de la actuación de este proceso que se encuentre 

en su poder. 
 

La inobservancia de este deber constituye falta gravísima, la cual será sancionada conforme a la ley. 
(Parágrafo 1 del artículo 175 CPACA). 
 

QUINTO: De conformidad con lo dispuesto en el artículo 201, literal A del CPACA, modificado por el 
artículo 51 de la Ley 2080 de 2021, todo memorial o documento que sea presentado al juzgado y requiera 

de su traslado a las partes, en pro de la celeridad procesal, deberá ser enviado simultáneamente a los 
correos electrónicos de los demás sujetos procesales y acreditarse su envío ante la autoridad judicial. 
 

En atención a lo anterior, se informa que el único canal de recepción electrónica de documentos de este 
juzgado, corresponde al correo j03admpayan@cendoj.ramajudicial.gov.co, por lo cual, no será tenido en 
cuenta ningún correo allegado a dirección electrónica diferente de esta. 

 
SEXTO: Notificar por estado electrónico a la parte demandante, como lo establece el artículo 201 de la 

Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 50 de la Ley 2080 de 2021, con inserción de la providencia, 
por medio de publicación virtual del mismo en la página Web de la Rama Judicial, a la dirección 
electrónica: ninimedina510@gmail.com johanarobles.abogada@hotmail.com 

 
SÉPTIMO: Se reconoce personería para actuar a la abogada JOHANA ROBLES ARCE, identificado con la 

cédula de ciudadanía Nº 67.020.318 con tarjeta profesional Nº 168.323  como apoderada de la parte 
actora en los términos de los poderes conferidos en la demanda y sus archivos anexos. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
EL JUEZ, 

 
ERNESTO JAVIER CALDERON RUIZ 

 
 

 
 
 

JUZGADO TERCERO 

ADMINISTRATIVO ORAL DEL 

CIRCUITO DE POPAYÁN 

NOTIFICACIÓN  EN LA PÁGINA WEB 

www.ramajudicial.gov.co 

 POR ESTADO ELECTRÓNICO No. 46_ 

DE HOY: _11-06-2021HORA: 8:00 a.m. 

 
PEGGY LOPEZ VALENCIA 

Secretaria 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE POPAYÁN 
 

Popayán, 10 de junio de 2021 
 
AUTO No 506 

EXPEDIENTE:       19001-33-33-003-2021-00010-00 

M. CONTROL:     NULIDADAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

ACTOR: FERNANDO VIDAL TROCHEZ 

DEMANDADO:      UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES - UGPP 

 

Ref. Admite Demanda 
  
El señor FERNANDO VIDAL TROCHEZ, por intermedio de apoderado judicial, formuló demanda de 

NULIDAD Y RESTABLEICMIENTO DEL DERECHO, contra UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 
GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES - UGPP; revisada la misma y al encontrase 
formalmente ajustada a derecho, conforme a los artículos 161 a 164 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, Ley 1437 de 2011, modificado por la Ley 2080 de 2021, 
se procede a su admisión, y a ordenar la notificación conforme a la normatividad vigente. 

 
Se aclara que la demanda fue presentada en vigencia del Decreto 806 de 2020, normativa que dispuso en 
su artículo 6° la obligación de la parte demandante de remitir simultáneamente escrito de demanda con 

sus anexos a la entidad demandada, revisado el expediente se encuentra constancia de envío de la 
demanda a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 

PARAFISCALES – UGPP, a su dirección electrónica el día 11 de febrero de 2020, dando cumplimiento de 
lo dispuesto en el numeral 8 del artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, que modificó el artículo 162 del 
C.P.A.C.A, por lo que este Despacho ordenará el envío de dichos archivos junto a esta providencia. 

 
Se reivindica el deber que le asiste a las partes y sus apoderados,  en el sentido de “10. Abstenerse de 
solicitarle al juez la consecución de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho 
de petición hubiere podido conseguir”, (CGP, art. 78), se requerirá al apoderado de la parte 
demandante, para que solicite directamente a las entidades y/o autoridades enlistadas en el acápite de 

pruebas, las documentales pedidas, guardando diligencia y cuidado en su obtención, en uso de los 
medios dispuestos en el ordenamiento.  Una vez obtenida la documentación la allegará al trámite de 
este proceso. 

 
Por lo expuesto, el Juzgado, DISPONE: 

 
 

PRIMERO: ADMITIR la demanda presentada por el señor  FERNANDO VIDAL TROCHEZ, identificado 

con Cédula de Ciudadanía No. 76.313.059 en contra de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 
GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES – UGPP, de conformidad con lo expuesto. 

 

SEGUNDO.- NOTIFIQUESE personalmente la admisión de la demanda a la UNIDAD ADMINISTRATIVA 
ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES - UGPP, conforme lo dispone 

el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 
2020, mediante mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones judiciales. Remítase por el 
Despacho al buzón electrónico para notificaciones judiciales de esta providencia, la demanda y sus 

anexos. 

 

TERCERO.- NOTIFÍQUESE personalmente la admisión de la demanda al señor Procurador en Asunto 



 

 
Administrativos del MINISTERIO PUBLICO, y a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL 

ESTADO, conforme lo dispone el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la 
Ley 2080 del 25 de enero de 2020, mediante mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones 
judiciales. Remítase por el Despacho al buzón electrónico para notificaciones judiciales de esta 

providencia, la demanda y sus anexos. 

CUARTO.- Surtida la notificación personal a la parte demandada, la misma se entenderá efectuada una 

vez hayan transcurrido los dos (02) días hábiles siguientes al envió al buzón de mensaje, de conformidad  
con lo dispuesto en el inciso 4 del artículo 48 de la Ley 2080 de 2021 que modificó el artículo 199 de la 
Ley 1437 de 2011. Una vez surtidos los dos (02) días de la notificación, a partir del día siguiente 

empezarán a correr el término de 30 días para contestar  la demandada de conformidad con el artículo 
172 de la Ley 1437 de 2011. 

Durante el término para dar respuesta a la demanda, la Entidad DEBERÁ incluir la dirección electrónica 

y allegar todas las pruebas relacionadas con los hechos de la demanda que se encuentren en su poder 
y que pretenda hacer valer.  

 
Con la contestación de la demanda, la entidad DEBERÁ allegar COPIA AUTÉNTICA DEL EXPEDIENTE 
ADMINISTRATIVO, contentivo de los antecedentes de la actuación de este proceso que se encuentre 

en su poder. 
 

La inobservancia de este deber constituye falta gravísima, la cual será sancionada conforme a la ley. 
(Parágrafo 1 del artículo 175 CPACA). 
 

SEXTO: De conformidad con lo dispuesto en el artículo 201, literal A del CPACA, modificado por el artículo 
51 de la Ley 2080 de 2021, todo memorial o documento que sea presentado al juzgado y requiera de su 

traslado a las partes, en pro de la celeridad procesal, deberá ser enviado simultáneamente a los correos 
electrónicos de los demás sujetos procesales y acreditarse su envío ante la autoridad judicial. 
 

En atención a lo anterior, se informa que el único canal de recepción electrónica de documentos de este 
juzgado, corresponde al correo j03admpayan@cendoj.ramajudicial.gov.co, por lo cual, no será tenido en 
cuenta ningún correo allegado a dirección electrónica diferente de esta. 

 
SÉPTIMO: Notificar por estado electrónico a la parte demandante, como lo establece el artículo 201 de la 

Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 50 de la Ley 2080 de 2021, con inserción de la providencia, 
por medio de publicación virtual del mismo en la página Web de la Rama Judicial, a la dirección 
electrónica: juanma_mosquera@hotmail.com fernandovidaltrochez@hotmail.com  

 
OCTAVO: Se reconoce personería para actuar al abogado JUAN MANUEL MOSQUERA LUNA, identificado 

con Cédula de Ciudadanía No. 1.077.866.206 expedida en Garzón – Huila, portador de la Tarjeta 
Profesional No. 277.291 del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderado de la parte actora en los 
términos de los poderes conferidos en los archivos anexos al escrito de demanda.  

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

EL JUEZ, 

 
ERNESTO JAVIER CALDERON RUIZ 

 

 JUZGADO TERCERO 

ADMINISTRATIVO ORAL DEL 

CIRCUITO DE POPAYÁN 

NOTIFICACIÓN  EN LA PÁGINA WEB 

www.ramajudicial.gov.co 

 POR ESTADO ELECTRÓNICO No. 46__ 

DE HOY: 11-06-2021 

HORA: 8:00 a.m. 

 
PEGGY LOPEZ VALENCIA 

Secretaria 
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